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1. INTRODUCCIÓN 

 

Para comprender las razones por las cuales la política de la defensa es una política 

pública, deben abordarse desde las definiciones de cada una, hasta su interrelación y 

relevancia que tienen sobre el Estado para alcanzar o preservar los Objetivos Nacionales 

que haya definido, entre ellos, garantizar la soberanía nacional, la integridad territorial y el 

uso sustentable de sus recursos para la supervivencia de su población, lo que conduce el 

pensamiento a visualizar contextos que van más allá de las formas de gobierno. Lo que 

debe tenerse claro es que las políticas públicas se encuentran descritas en diversos 

instrumentos normativos que tienen su base en la Constitución y demás leyes y reglamentos 

según la materia de que se trate; para el caso de la Defensa, la política de la defensa como 

política pública, se encuentra descrita en la Agenda Política de la Defensa. Sin embargo, no 

existe una Estrategia de Largo Plazo que articule la Constitución con el Plan Nacional del 

Buen Vivir, y que a su vez también oriente el diseño y cumplimiento de la referida Agenda. 

Estas falencias son las que debe hacerse notar al poder político y convertirlas en 

oportunidades para el desarrollo de las capacidades estratégicas que requieren las Fuerzas 

Armadas para cumplir eficientemente su misión fundamental y apoyar a la acción del 

Estado. Por ello es imprescindible contar con una sólida conciencia marítima nacional que 

permita visualizar y valorar ciertamente los recursos que ofrece el mar e insistir ante el 

gobierno en la necesidad de fortalecer el Poder Naval para proteger los Intereses Marítimos. 

El presente ensayo aborda, en primera instancia, la definición de los diferentes tipos 

de políticas en el contexto del marco legal; posteriormente se expone la evolución del 

concepto de seguridad y defensa, para luego pasar a la revisión de la metodología que se 

emplea en la formulación de políticas públicas; luego se presenta el análisis de la Estrategia 

de Largo Plazo que permite la articulación entre la Constitución de la República con el Plan 

Nacional del Buen Vivir 2013-2017, evidenciándose que ésta no ha sido promulgada, lo que 

quiere decir, en términos náuticos, que el Estado navega con muchos instrumentos 

normativos, pero sin carta de navegación; a continuación se realiza el análisis de la Agenda 

Política de la Defensa 2014-2017 y su Concepto Político de la Defensa; posteriormente se 

presenta análisis de los nuevos desafíos que enfrentarán particularmente las Armadas en el 

siglo XXI, en el contexto de la defensa. 

En última instancia, se presentan unas conclusiones y recomendaciones para 

reforzar y materializar efectivamente la política de defensa del Estado ecuatoriano como 

política pública, sobre la base del fortalecimiento de la conciencia marítima y el fomento del 

desarrollo marítimo nacional, de tal manera que el poder político impulse efectivamente el 

fortalecimiento del Poder Naval para proteger los Intereses Marítimos del Estado, y la 

sociedad lo apoye.  
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2. ANÁLISIS 

2.1 Definición de políticas en el marco legal 

De acuerdo con el Diccionario de la Gestión Pública, se define a la política como 

“…una actividad orientada en forma ideológica a la toma de decisiones de un grupo para 

alcanzar ciertos objetivos…”, o “…una manera de ejercer el poder con la intención de 

resolver o minimizar el choque entre los intereses encontrados que se producen dentro de 

una sociedad.”. Asimismo, define como política de Estado “…todo aquello que un gobierno 

desea implementar en forma permanente, para que trascienda a través del tiempo sin que 

se vea afectada por uno o varios cambios de gobierno a un interés fundamental o la garantía 

de un derecho.”; y como política de gobierno aquella que “...dura mientras esté vigente el 

gobierno que la concibió, la cual puede ser promulgada o derogada de acuerdo al espacio, 

tiempo o al cambio de las prioridades para las cuales fueron expedidas...” (Secretaría 

Nacional de la Administración Pública, 2017). 

La política pública también es definida por el Diccionario de la Gestión Pública como 

el “…curso de acción de la gestión pública que institucionaliza la intervención pública en 

respuesta a un problema social identificado como prioritario, y que se convierte de esta 

manera en política de Estado.”. En este sentido, un problema debe entenderse como una 

cuestión que involucra algún inconveniente y que debe ser resuelto para alcanzar un 

determinado objetivo; social, es un adjetivo vinculado a la sociedad. Por tanto, un problema 

social se refiere a situaciones que impiden el desarrollo o el progreso de una sociedad o uno 

de sus sectores, y que por tratarse de asuntos públicos, el Estado tiene la responsabilidad y 

la obligación de solucionarlos con un enfoque global, integral y de largo plazo, a través de la 

implementación de acciones adecuadas y oportunas (Pérez & Gardey, 2015). 

El término política pública, también es definido por la Enciclopedia de la Política 

como “…medidas tomadas por el gobierno en cualquiera de los campos de su competencia 

y de su acción…destinadas a causar efectos sobre la vida pública…”; por lo que, en su 

concepción político-administrativo, estas competencias deben entenderse como el conjunto 

de poderes y atribuciones jurídicamente delimitadas que se asignan a los titulares de los 

órganos del Estado, para que en su nombre se ejerzan tales poderes, que de acuerdo con la 

doctrina constitucional moderna son tres: 1) Ejecutivo, responsable de la administración del 

Estado; 2) Legislativo, encargado de formular las leyes; y, 3) Judicial, a cargo de la 

administración de la justicia en la sociedad (Borja, 2017). 

Las definiciones anteriores involucran la participación de actores políticos en los 

diferentes órganos del Estado que materializan todo un conjunto complejo de acciones, a 

través de una adecuada gestión por procesos, con el fin último de alcanzar y/o preservar los 

Objetivos Nacionales Permanentes. Estos actores políticos adecúan su conducta y acciones 

de acuerdo a una ideología política que se refleja en su particular concepción del mundo, su 
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manera propia de entender la libertad, la justicia social, la igualdad, el equilibrio entre 

libertad y autoridad, la organización y fines del Estado, la organización y participación 

popular, la distribución del ingreso, el sistema económico, el derecho a la propiedad, la 

convivencia humana, etc., basado en “…sus conocimientos, experiencias, sensibilidades, 

condicionamientos y lugar que ocupa en la estructura social…,  factores, todos éstos, que le 

imprimen una manera de ver las cosas…” (Borja, 2017). 

De acuerdo a lo anterior, las ideologías dictan lo que hay que hacer desde el poder; 

por tanto, todos los actos del gobierno están impregnados esencialmente de su ideología 

política. La distribución de recursos en el Presupuesto General del Estado es un buen 

ejemplo para comprender la ideología de un gobierno que se la encuentra cuando se analiza 

la prioridad en el gasto, o en la asignación de recursos, para privilegiar una inversión o una 

obra por sobre otra que podría quedar postergada. Esto, evidentemente beneficiará a uno y 

perjudicará a otro, lo que involucra un ejercicio reflexivo de ética en el poder que solamente 

puede ser justificada sobre la base de su fidelidad a una ideología. Esto sucede en 

democracia, donde existe una participación consciente y reflexiva en la toma de decisiones 

del Estado; sin embargo, debe tenerse cuidado de no caer en su antítesis, el populismo, 

cuya motivación es meramente emocional, sin manifiesto de raciocinio (Borja, 2017). 

A lo largo de la historia han surgido muchas ideologías políticas; sin embargo, a 

pesar de su importancia, en este ensayo no las abordaremos, ya que independiente del 

gobierno de turno, el fin último de éste es garantizar la consecución y/o preservación de los 

Objetivos Nacionales del Estado. Lo que debe tenerse claro es que las políticas públicas se 

encuentran descritas en diversos instrumentos normativos que tienen su base o fundamento 

en la Constitución y demás leyes y reglamentos según la materia de que se trate; para el 

caso de la Defensa, la política de la defensa como política pública, se encuentra descrita en 

la Agenda Política de la Defensa, cuyo análisis se presenta más adelante. 

 

2.2 Evolución del concepto de seguridad y defensa 

Con el surgimiento del bloque comunista liderado por la Unión de Repúblicas 

Socialistas Soviéticas (URSS) tras el término de la II Guerra Mundial, la implementación del 

Plan Marshall por parte de Estados Unidos en 1947 para la recuperación económica de los 

países occidentales de Europa, y la promulgación de la Doctrina Truman como una 

estrategia para contener el avance del comunismo, se configura un mundo bipolar con dos 

líderes claramente identificados, con dos ideologías contrapuestas; Estados Unidos, 

capitalista; y la URSS, socialista, reflejado a través de la ayuda militar y económica para 

captar Estados adeptos. Estas dos ideologías se diferencian básicamente por el modelo 

socio-económico que adoptan los Estados, lo que conlleva a enfoques diferentes respecto al 

concepto de seguridad que se basa en el desarrollo socio-económico. 
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En América, con el apoyo logístico provisto por Estados Unidos al Reino Unido 

durante la Guerra de las Malvinas en 1982, el Tratado Interamericano de Asistencia 

Recíproca (TIAR) como instrumento de defensa hemisférica, quedó seriamente 

deslegitimado; presentando Ecuador su renuncia el 05 de junio de 2012, pasando de un 

concepto de “defensa colectiva” a una “seguridad colectiva”, término definido en el Capítulo 

VI de la Carta de la Organización de Estados Americanos (OEA) como la inviolabilidad del 

territorio y la soberanía de los Estados, y la garantía de la legítima defensa de cualquier acto 

que ponga en peligro la paz, con capacidad de movilizar a una coalición multinacional para 

detener, disuadir y defender a los Estados de una amenaza externa común (Jarrín, 2016). 

En este escenario, la confianza mutua, la solución pacífica de los conflictos y la 

diplomacia preventiva, toman mayor relevancia, provocando que las mayores perturbaciones 

a la paz se focalicen en los aspectos internos de los Estados, generando nuevas formas de 

violencia. A la par, la globalización facilitó la generación y expansión de las redes del crimen 

organizado transnacional y del comercio ilegal, llegando a adquirir capacidades de 

amenazar a los poderes del Estado (Jarrín, 2016). Para enfrentar a estas nuevas amenazas 

a la seguridad, en el año 2000, se desarrolla la Cumbre del Milenio, donde se establecen 

ocho objetivos, los mismos que después de una evaluación en el 2015 se incrementan a 17, 

pasando a denominarse Objetivos de Desarrollo Sostenible (Naciones Unidas, 2000). La 

Figura No 1 sintetiza estos Objetivos definidos en la Asamblea General de las Naciones 

Unidas, en Nueva York, el 25 de septiembre de 2015, reconociendo que los mayores 

problemas que enfrenta el mundo actual son la erradicación de la pobreza, la violencia y la 

inseguridad. 

Figura No 1 Objetivos de Desarrollo Sostenible 

 

Fuente y Elaboración: Agenda 2030 para el Desarrollo Mundial – ONU. 2016. 
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Particularmente, para alcanzar el ODS No 14 “Conservar y utilizar en forma 

sostenible los océanos, los mares y los recursos marinos para el desarrollo sostenible”, se 

requiere que los Estados protejan eficientemente estos recursos, lo cual implica tácitamente 

una defensa directa sobre los mismos, lo cual lo convierte en una política de Estado; por lo 

tanto, en los espacios marítimos jurisdiccionales y de interés del Estado, donde se 

encuentren estos recursos propiedad del Estado, se requiere reforzar y/o implementar 

mecanismos o sistemas tendientes a garantizar su defensa, lo cual debe ser realizado a 

través de la promulgación de la correspondiente política de defensa (ONU, 2017). 

En este contexto, surge un cambio en la tradicional concepción de la seguridad, 

pasando a enfocarse en la seguridad humana y dejando en un segundo plano a la seguridad 

nacional, ya que toma como premisa que, en el concierto internacional, existe la confianza 

mutua y la solución pacífica de los conflictos; obviando que en un futuro, la necesidad del 

uso y explotación de los recursos en el mar podrían ser el origen de nuevos conflictos. 

La Segunda Cumbre de las Américas, celebrada en Santiago de Chile en 1998, ya 

había visualizado estos cambios de conceptos en los Estados, por lo que encomienda a la 

OEA, a través de la Comisión de Seguridad Hemisférica: “Realizar un análisis sobre el 

significado, alcance y proyección de los conceptos de seguridad internacional…” (OEA, 

1998). En el 2000, la Comisión de Seguridad Hemisférica del Consejo Permanente de la 

OEA, en su Informe No CP/CSH-301/00, establece como premisa para la reformulación del 

concepto de seguridad, la necesidad de reconocer la estrecha vinculación entre seguridad y 

desarrollo, así como también la relación entre paz y democracia. La delegación de Ecuador 

expuso que también se debe tener en cuenta el ámbito económico, político, social, 

ambiental y militar.   

Posteriormente, durante la Conferencia Especial sobre Seguridad, llevada a cabo en 

la ciudad de México en el 2003, se realiza la Declaración sobre Seguridad de las Américas, 

donde se establece que la nueva concepción de seguridad es de alcance multidimensional e 

incluye tanto las amenazas tradicionales como las nuevas amenazas, preocupaciones y 

otros desafíos a la seguridad, que por sus características complejas tienen un carácter 

multidimensional; complementándose este concepto con las prioridades que determine cada 

Estado en función de su contribución a la paz, desarrollo integral y justicia social, sobre la 

base de valores democráticos, el respeto, promoción y defensa de los derechos humanos, y 

la solidaridad, cooperación y respeto a la soberanía nacional. Asimismo, destaca que “Cada 

Estado tiene el derecho soberano de identificar sus propias prioridades nacionales de 

seguridad y definir las estrategias, planes y acciones para hacer frente a las amenazas a su 

seguridad…” (Organización de los Estados Americanos, 2003, pág. 2). 
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En esta misma Conferencia también se destaca que la seguridad de los Estados del 

hemisferio se ve afectada de diversas maneras, tanto por amenazas tradicionales como por 

las siguientes nuevas amenazas (Organización de los Estados Americanos, 2003, pág. 4): 

a. Terrorismo, delincuencia organizada transnacional, tráfico de armas, municiones 

y explosivos, tráfico de drogas, corrupción, lavado de activos, y las conexiones 

entre ellos; 

b. Pobreza extrema y exclusión social, que erosionan la cohesión social y vulneran 

la seguridad de los Estados; 

c. Desastres naturales y de origen antrópico, riesgos a la salud y deterioro 

ambiental; 

d. Trata de personas; 

e. Ataques a la seguridad cibernética; 

f. Posibilidad de daño provocado por un accidente o incidente marítimo (transporte 

de materiales potencialmente peligrosos, incluidos el petróleo, material 

radioactivo y desechos tóxicos); y, 

g. Posibilidad de acceso, posesión y uso de armas de destrucción masiva.   

Para resolver o minimizar los impactos de esta problemática, corresponde a cada 

uno de los Estados, definir las políticas pertinentes, de acuerdo su escenario de seguridad 

particular, así como su participación en el Sistema de Seguridad Hemisférica, como 

mecanismo de integración y cooperación en materia de seguridad y defensa para enfrentar 

las amenazas y riesgos comunes, así como su participación en operaciones de paz, ayuda 

humanitaria y mitigación de desastres naturales y de origen antrópico, a fin de contribuir a la 

estabilidad, democracia y seguridad hemisférica; donde, el respeto a la soberanía nacional, 

integridad territorial e independencia política son fundamentales para la convivencia y 

seguridad en la región, en la que prevalece el derecho a la legítima defensa conforme al 

Artículo 51 de la Carta de las Naciones Unidas y Artículo 22 de la Carta de la OEA. 

La Conferencia Especial sobre Seguridad de la OEA de 2003, también reafirmó que 

en el marco de la paz, cooperación y estabilidad alcanzadas, cada Estado del hemisferio es 

libre para determinar sus propios instrumentos de defensa, incluidos su misión, personal, 

Fuerzas Armadas y seguridad pública necesarias para garantizar su soberanía nacional e 

integridad territorial (Organización de los Estados Americanos, 2003, págs. 7-8). Sin 

embargo, a pesar de lo anteriormente descrito y los esfuerzos de los Estados por proveer 

una seguridad hemisférica, el hecho de que el continente americano haya sido, y aún lo siga 

siendo, una región de relativa estabilidad y una de las más pacíficas del mundo, no 

garantiza que en el futuro inmediato, o a mediano o largo plazo, se puedan generar 

conflictos o confrontaciones económicas o territoriales por la demanda de los recursos vivos 

y no vivos en el mar, particularmente en aquellas áreas declaradas de interés del Estado. 
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Por su parte, Ecuador, a través de la Constitución de la República, Artículo 5, 

establece que es un territorio de paz y que no permitirá el establecimiento de bases militares 

extranjeras ni instalaciones extrajeras con propósitos militares; además de la prohibición de 

ceder bases militares nacionales a fuerzas armadas o de seguridad extranjeras. En este 

contexto, y como fue mencionado anteriormente, Ecuador renunció al TIAR en el año 2012, 

y posteriormente suspendió su participación en los componentes del Sistema Interamericano 

de Defensa1 en el año 2014, pasando a priorizar nuevos mecanismos de integración en 

defensa regional, como el Consejo de Defensa Suramericano de la Unión de Naciones 

Suramericanas (CDS-UNASUR), el Centro de Estudios Estratégicos de Defensa (CEED) y la 

Escuela Suramericana de Defensa (ESUDE)2 (Ministerio de Defensa Nacional, 2012). 

El CDS se encarga de la implementación de Políticas de Defensa en materia de 

cooperación militar, acciones humanitarias y operaciones de paz, industria y tecnología de la 

defensa, formación y capacitación. Sus objetivos son (UNASUR, 2015): 

a. Consolidar una zona de paz suramericana; 

b. Construir una visión común en materia de defensa; 

c. Articular posiciones regionales en foros multilaterales sobre defensa; 

d. Cooperar regionalmente en materia de defensa; y, 

e. Apoyar acciones de desminado, prevención, mitigación y asistencia a víctimas 

de desastres naturales. 

El CEED tiene la responsabilidad de contribuir a la consolidación de los principios y 

objetivos del CDS, a partir de la generación de conocimiento y difusión del pensamiento 

estratégico suramericano en materia de defensa y seguridad regional e internacional 

(UNASUR, 2015); mientras que, la ESUDE se encarga de la formación y capacitación de 

personal civil y militar en materia de defensa y seguridad regional (UNASUR, 2016). 

Para determinar los Gastos en Defensa y con lo cual se alinea Ecuador, el CDS toma 

en cuenta todos los recursos asignados por los Estados para financiar las actividades que 

comprenden la seguridad exterior de la Nación, siendo estos gastos directamente asignados 

a las instituciones que conforman el sector de la defensa. Según el Registro Suramericano 

de Gastos Agregados en Defensa publicado por el CEED en su edición especial, para el 

período comprendido entre 2006-2015, el gasto total suramericano en defensa como 

porcentaje del Producto Interno Bruto (PIB) regional se ha mantenido relativamente estable 

en la última década, con un promedio de 0,98%, tal como puede ser observado en el Gráfico 

No 1 (Centro de Estudios Estratégicos de Defensa - CDS-UNASUR, 2017, págs. 21-29). 

 

                                                           
1
 Junta Interamericana de Defensa (JID), Colegio Interamericano de Defensa (CID), Conferencia de Ejércitos 

Americanos (CEA), Conferencia Naval Interamericana (CNI), y Sistema de Cooperación entre las Fuerzas Aéreas 
Americanas (SICOFAA). 
2 Los cursos académicos presenciales y virtuales iniciaron en 2016. 
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Gráfico No 1 Gasto Regional en Defensa como Porcentaje del PIB Regional 2006-2015 

 

Fuente: CDS-UNASUR. Elaboración: CEED. 2017. 

Como se puede observar, los datos que presenta el CEED corresponden al Gasto 

Regional en Defensa en función de un PIB Regional; al ser datos consolidados y regionales, 

impide evaluar la evolución del Gasto en Defensa de cada Estado; más aún, determinar este 

gasto en función de un PIB Regional, conduce a una interpretación errónea de la realidad, 

ya que la economía de cada Estado es diferente.   

El Instituto Internacional de Investigación para la Paz de Estocolmo (SIPRI3), también 

mide el Gasto en Defensa en función del PIB, y en su libro anual 2016, publica que Ecuador 

destinó en el año 2015 el 2,7% del PIB para Gastos en Defensa, ubicándose por encima de 

Chile que destina el 1,9% del PIB y Perú el 1,6%, siendo superado por Colombia que 

destina el 3,4% del PIB. El Gráfico No 2 muestra la evolución del Gasto en Defensa de estos 

países como porcentaje del PIB desde 1988 hasta el 2015 (SIPRI YearBook, 2016). 

Gráfico No 2 Gasto en Defensa como Porcentaje del PIB 1988-2015 

 

Fuente: Banco Mundial. Elaboración: SIPRI. 2016. Modificado por CPCB-SU José Guijarro Peralta. 

                                                           
3 Instituto internacional independiente, fundado en 1966, que se dedica a la investigación sobre conflictos, 
armamentos, control de armas y desarme. Proporciona datos, análisis y recomendaciones, basadas en fuentes 
públicas, a autoridades, investigadores, medios de comunicación y público interesado. 
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Es evidente que en Ecuador, el Gasto en Defensa se ha ido incrementado a partir del 

año 2001 hasta el 2009, alcanzando el 3,1% del PIB; posteriormente disminuye en forma 

paulatina, hasta ubicarse en el 2,7% en el 2015. Las razones de este incremento provienen, 

en general, por la mejora de sueldos del personal, que representa entre el 79% y 86%, 

dando como resultado que el Gasto en Defensa se concentre más en el aspecto salarial que 

en el sostenimiento de la capacidad operativa de las Fuerzas Armadas. Una razón adicional 

a este incremento es la adquisición de material bélico como consecuencia del ataque a 

Angostura en el 2008, lo que demuestra una actitud política reactiva, lejos de ser proactiva. 

Por otro lado, en el contexto de la evolución del concepto de seguridad, la defensa se 

convierte en un deber irrenunciable y permanente del Estado, y se constituye en un 

componente de la seguridad integral para garantizar la soberanía nacional e integridad 

territorial, preservar los derechos, garantías y libertades de los ciudadanos, y la participación 

activa en la integración regional. Como bien público, exige el compromiso y participación 

integral no solo del Estado sino de la sociedad en general para alcanzar sus objetivos; sin 

embargo, la defensa es nacional e indivisible, por lo tanto, los órganos ejecutores que lo 

constituyen las Fuerzas Armadas, actúan a nivel nacional conforme a los planes militares 

vigentes para el cumplimiento de su misión fundamental y de sus competencias establecidas 

en la Constitución, sobre la base de una tipología privativa, correspondiente al Proceso de 

Planeamiento Militar, independiente del proceso de planificación establecido por la 

Secretaría Nacional de Planificación y Desarrollo (SENPLADES).  

2.3 Formulación de políticas públicas 

La Constitución de 2008 define en su Artículo 141 que el Presidente de la República 

es responsable de la administración pública, para lo cual cuenta con una estructura 

organizacional propia del Estado, que le permite ejercer las atribuciones de rectoría, 

planificación, ejecución y evaluación de las políticas públicas nacionales y planes necesarios 

para ejecutarlas; y, en el Artículo 147 se definen sus atribuciones y deberes, dentro de los 

cuales, en el numeral 4 consta “Presentar al Consejo Nacional de Planificación la propuesta 

del Plan Nacional de Desarrollo para su aprobación.”; y, en el numeral 17 “Velar por el 

mantenimiento de la soberanía, de la independencia del Estado, del orden interno y de la 

seguridad pública, y ejercer la dirección política de la defensa nacional.”; siendo el Plan 

Nacional de Desarrollo, de acuerdo con el Artículo 280, el instrumento al cual se sujetarán 

las políticas, programas y proyectos públicos (Asamblea Nacional, 2008). 

Este Plan Nacional de Desarrollo adoptó el nombre de Plan Nacional para el Buen 

Vivir (PNBV) con la promulgación de la Constitución de 2008. En este documento se 

encuentran definidas las políticas públicas nacionales; y se constituyen en política de 

gobierno, al estar definidas únicamente para el período de gobierno, 2009-2013 y 2013-

2017; y declara que uno de los pilares de la soberanía nacional es la defensa de los 
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recursos naturales, con lo cual, tácitamente reconoce que la política de defensa es parte de 

la política pública. Además, establece que las agendas sectoriales de la política se derivan 

de este plan; lo cual sustenta la promulgación de la Agenda Política de la Defensa. 

(SENPLADES, 2013, págs. 15-16). 

El PNBV 2013-2017 incluye un conjunto de Objetivos Nacionales que promueven el 

desarrollo sostenible, dentro de éstos el Objetivo No 12, “Garantizar la soberanía y la paz, 

profundizar la inserción estratégica en el mundo y la integración latinoamericana.”, está 

directamente relacionado con la seguridad y defensa, y como ejes transversales a los 

demás Objetivos, ratificando implícitamente que “sin seguridad no hay desarrollo” 4 ; en 

consecuencia, este plan está alineado a lo establecido en la Constitución de la República, y 

además, alineado a los ODS fijados por la ONU. En este Plan también se establece que, 

para alcanzar el Buen Vivir, es necesario cambiar las relaciones de producción y la 

mentalidad ciudadana; es decir, cuestiona la forma de producir, crecer y distribuir la riqueza, 

y promueve el cambio de una sociedad neoliberal hacia el socialismo del Buen Vivir, cuyo 

fin, en términos de política declarada, es defender y fortalecer la sociedad, el trabajo y la 

vida en todas sus formas para alcanzar la felicidad (SENPLADES, 2013, pág. 18). 

Ahora bien, para la formulación de las políticas nacionales se ha creado una guía 

metodológica de planificación institucional, donde se establece que las políticas nacionales 

orientan a las políticas públicas generadas por las entidades rectoras sectoriales; estas 

políticas públicas son promulgadas a través de las correspondientes Agendas Políticas 

Sectoriales, como es el caso de la Agenda Política de la Defensa (SENPLADES, 2013, pág. 

35). En este contexto, la Agenda Política de la Defensa, como política pública, debe 

establecer los objetivos, políticas, lineamientos de política, metas e indicadores, programas 

y proyectos, con el correspondiente costeo o presupuesto, de tal manera de asegurar la 

consecución de los Objetivos Nacionales del PNBV con los cuales se encuentra alineada; 

sin embargo, esta Agenda no presenta la información completa, llegando a plantear hasta 

las estrategias y los nombres de los proyectos. 

De acuerdo con lo expuesto, una política pública está dirigida a resolver un problema 

social identificado como prioritario; por lo tanto, para asegurar que esta situación 

problemática u oportunidad de desarrollo sea alcanzada, se requiere que ésta sea incluida 

en una Agenda Política; de esta manera se convierte en política sectorial y en consecuencia 

en política de Estado. Así, las políticas sectoriales pueden provenir de diferentes actores, 

donde las demandas sociales identificadas deberán estar orientadas a resolver un problema 

de desarrollo bajo los preceptos del respeto a los derechos humanos y a la naturaleza, en el 

marco de los 12 Objetivos Nacionales definidos en el PNBV (SENPLADES, 2011, pág. 27). 

                                                           
4 Principio expuesto por el Teniente Manuel Alomía ante el mando militar y autoridades del gobierno en 1934, 
según consta descrito en el Memorial de los Intereses Marítimos. 



11 
 

Para la identificación de los planes, programas y proyectos a ser desarrollados, que 

transformarán a las políticas públicas en una realidad y solución a la situación problemática 

planteada, alineados a los Objetivos Nacionales definidos en el PNBV, es necesario seguir 

la metodología esquematizada en la Figura No 2, que se presenta a continuación: 

Figura No 2 Identificación de Planes, Programas y Proyectos 

 

Fuente: Elaboración propia. 2017. 

2.4 Estrategia de Largo Plazo 

El PNBV 2009-2013 incorporó una Estrategia de Largo Plazo para orientar la 

planificación nacional del Estado con un horizonte más allá del período de gobierno 

(SENPLADES, 2009, págs. 54-58). Esta Estrategia de Largo Plazo solo fue conceptualizada 

en este documento y en la Guía para la Formulación de Políticas Públicas Sectoriales, sin 

que se haya llegado a plasmar, o al menos diseñar, una planificación estratégica de largo 

plazo propiamente dicha, con fases, planes, programas y proyectos, que se constituya en 

una política de Estado, de cumplimiento, independientemente del gobierno de turno. 

De acuerdo con este planteamiento y concordante con lo promulgado en la Agenda 

Política de la Defensa, la Defensa se constituye en una política de Estado plasmada en 

políticas públicas sectoriales, que se concretan a través de objetivos, estrategias, 

indicadores y metas, que permiten asegurar su consecución. Por tanto, es indispensable 

una adecuada gestión5 del gobierno orientada o guiada por una Estrategia de Largo Plazo; 

es decir, debe existir una planificación estratégica de largo plazo, que defina la ruta por la 

cual debe transitar el Estado para alcanzar sus Objetivos Nacionales, con el fin último de 

alcanzar el desarrollo integral y bienestar de su población, o el Buen Vivir. Dicho de otro 

modo, en términos náuticos, al no existir una Estrategia de Largo Plazo, significa que el 

Estado navega con muchos instrumentos (Constitución de la República, PNBV, Agendas 

Políticas Sectoriales, etc.), pero sin carta de navegación. 

                                                           
5 Entiéndase el término gestionar por llevar a cabo diligencias que hagan posible la consecución o realización de 
una actividad, tarea o un anhelo cualquiera; a diferencia del término administrar, que tradicionalmente ha sido 
comprendido como planificar, organizar, dirigir, coordinar y controlar. 

Objetivos Estratégicos Institucionales

Planes - Programas Proyectos

Agendas Políticas Sectoriales

Agenda Política de la Defensa Otras Políticas Sectoriales

Constitución de la República

Estrategia de Largo Plazo Plan Nacional del Buen Vivir
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